EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

INTRODUCCIÓN

La Economía es la ciencia que estudia la asignación de recursos escasos para satisfacer fines diversos.

Cuando los mercados son perfectos y completos (información perfecta, contratos completos, derechos de propiedad bien definidos, libre entrada y salida, atomización, ínfimos costos de transacción) la asignación eficiente de los recursos (aquella que maximiza el excedente de productores y consumidores) se realiza a través de éstos. 

Pero en la realidad los mercados no son perfectos. Unas de las fallas que presentan los mercados son la presencia de “externalidades”. Decimos que existe una externalidad cuando el bienestar de una o más personas, o los beneficios de una o más firmas, dependen de las acciones de terceros y los efectos de estas acciones no son captados por ningún mercado o mecanismo de compensación.  Las externalidades pueden ser positivas o negativas. Un ejemplo de una externalidad positiva es el arreglo de calles por parte de privados. Un ejemplo de una externalidad negativa es la contaminación.

En presencia de externalidades los mercados no asignan eficientemente los recursos. Al fallar los mercados, existe por lo tanto una serie de razones estrictamente económicas (aparte del tema de la distribución de la renta) que le dan al Estado un papel potencial en la asignación de recursos de una economía. Decimos potencial porque la regulación de los mercados tiene sus propias dificultades (como la adquisición de información para intervenir eficiente y eficazmente, los incentivos de los funcionarios públicos en su tarea, los impactos no tenidos e cuenta, etc.) y por lo tanto a priori no se puede decir que siempre toda intervención mejorará el resultado obtenido por el mercado.

En la medida que en el uso del medio ambiente, ya sea cuantitativo (explotación de un mineral) o cualitativo (contaminación) las externalidades abundan, el Estado interviene en el área a través de la política ambiental.

El Estado cuenta con un gran número de instrumentos de política ambiental. Estos instrumentos pueden clasificarse básicamente en dos grupos: los regulatorios y los incentivos económicos. Los regulatorios son aquellos a través de los cuales el Estado directamente fija límites a la actividad privada e impone su poder policíaco para hacer cumplir estos límites. Ejemplos de instrumentos regulatorios son los estándares de calidad de efluentes, la obligatoriedad de adoptar determinadas tecnologías limpias, etc. Los incentivos económicos son aquellos instrumentos a través de los cuales el regulador busca incidir en las actividades de los privados a través de una reasignación de los costos o beneficios relativos de las mismas. Ejemplos de incentivos económicos son los impuestos por unidad de contaminación emitida, los subsidios a las tecnologías limpias, los permisos negociables de contaminación o captura. Su implementación también requiere un control, por supuesto.

En este marco de la política ambiental el Análisis de Impacto Ambiental clasifica como un instrumento regulatorio.

ANÁLISIS DE IMPACTO AMBIENTAL

Los Análisis de Impacto Ambiental (AIA) son una herramienta fundamental de la política económica. Para darse cuenta por qué basta definir un AIA como la identificación y determinación de todas las repercusiones ambientales significativas generadas por una determinada actividad o proyecto económico. Entendido como tal, un AIA es entonces un estudio básico a realizar para estudiar la conveniencia de cualquier política o proyecto con impactos ambientales significativos.

Desde la ciencia económica se ha entendido siempre como una tarea básicamente de científicos naturales, ya que requiere el conocimiento de las complejas interrelaciones del o los ecosistemas donde se asienta el proyecto para determinar los impactos de éste sobre el medio ambiente. Se trata entonces de una tarea básicamente de descripción de alteraciones físicas. Así entendido el AIA no se encarga de valorar socialmente los impactos físicos que describe. 

De todas maneras, esta prescindencia del análisis económico no es tan real. (B. Field, 1994) Para lograr determinar todos los impactos ambientales de un proyecto se debe tener en cuenta que alteraciones provocará éste en los comportamientos de los agentes económicos. Pongamos un ejemplo. Un proyecto de extracción de titanio de las arenas de Rocha genera determinados impactos ambientales directos como ser los provocados por la actividad extractiva en sí, la circulación de los camiones con el mineral hacia el puerto, el incremento de la actividad portuaria, etc. Pero esta actividad generará también cambios en los comportamientos de los turistas. Estos pueden simplemente concurrir con menor frecuencia a las playas de Rocha, lo que generará un impacto ambiental positivo, a modo de ejemplo, en materia de emisiones de CO2 a la atmósfera por parte de sus vehículos. También puede generar un cambio de destino de los turistas, con el consiguiente impacto ambiental en dicho lugar. Debe quedar claro entonces que la identificación correcta de todos los impactos ambientales directos e indirectos de un determinado proyecto requiere de un análisis de impacto económico (AIE), que es justamente el estudio de las alteraciones que dicho proyecto genera en los comportamientos de los agentes económicos en los diferentes mercados a través de los cuales el impacto del proyecto se propaga. 

Por cierto, tanto los AIA como en los AIE se suele establecer un límite geográfico para la identificación de los impactos, lo que obedece más que nada a la dificultad de realizar un análisis completo y puede llevar a conclusiones erróneas.

Los AIA han ido propagándose a nivel mundial como instrumento de política ambiental desde su introducción por la “National Environmental Policy Act” (NEPA) de EE.UU. en 1970. 

LA EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL (EIA) EN EL URUGUAY

Como su nombre ya lo indica, en nuestro país los objetivos que se le asignaron al instrumento son mayores que los de un AIA.

Si bien la legislación nacional mencionaba la aplicación de análisis de EIA para algunos casos puntuales con anterioridad a la “Ley de Evaluación de Impacto Ambiental” (Ley 16.466 de 1994) (Cousillas y Castaño, 1996) es recién a partir de esta Ley y de su Decreto Reglamentario (Decreto 435/994) que este instrumento adquiere relevancia práctica en nuestro país. 

¿Qué proyectos están sujetos a EIA?

La Ley presenta un listado de más de veinte clases de proyectos que requerirían EIA, dejando en manos de su reglamentación la definición específica de los tipos de proyectos. Sin embargo, la lista no es taxativa. 

Trámite

El interesado presenta el proyecto ante la Dirección Nacional de Medio Ambiente (DINAMA) proponiendo la clasificación del mismo en una de las tres Categorías:

A. impactos ambientales mínimos,

B. impactos ambientales que pueden ser eliminados o minimizados mediante la adopción de medidas bien conocidas y fácilmente aplicables,

C. impactos ambientales de significación cuantitativa o cualitativa.

La DINAMA se expide al respecto, otorgando la “Autorización Ambiental Previa” (AAP) para los proyectos de clase A o requiriendo a costo del interesado un EIA para proyectos de clase B y C. Las estimaciones de los costos de un EIA  en Uruguay se encuentran entre un 1% y 3% de los costos del proyecto.

Contenido del EIA

Se le exige formalmente a un EIA 4 partes:

1. Características del Ambiente Receptor

a. Ambiente físico

b. Ambiente biótico

c. Ambiente antrópico

2. Identificación y Evaluación de Impactos

a. Previsión de impactos directos, indirectos y riesgos

b. Predicción de la evolución de los impactos ambientales negativos

c. Cuantificación de los impactos

d. Comparación con la situación actual y con los estándares admitidos

3. Determinación de la Medidas de Mitigación

a. Medidas de mitigación que se aplicarán

b. Planes de prevención de riesgos y contingencias

c. Medidas de compensación o restauradoras

d. Planes de manejo ambiental

e. Programa de abandono

4. Plan de seguimiento, vigilancia y auditoría

Publicación del EIA

La reglamentación otorga un papel importante en el proceso a la comunidad. Para eso prevé primero, la publicación en el Diario Oficial y otro diario de circulación nacional un “Informe Ambiental Resumen”.  También prevé el acceso público a los registros de la DINAMA, con la excepción de información que pueda resultar secreto industrial o comercial.

Audiencia Pública

Aunque no obligatoria, el trámite de aprobación de un EIA prevé la realización de una audiencia pública para los proyectos de Categoría C cuando el Ministerio de Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) así lo entendiera dadas las “repercusiones graves de orden cultural, social o ambiental” del proyecto. En la Audiencia Pública cualquier ciudadano interesado puede elevar su opinión sobre el proyecto.

Criterio para el otorgamiento de la AAP

El criterio mediante el cual la DINAMA otorga la AAP a un proyecto de categorías B o C al analizar su análisis de EIA no está claro. El Art. 17 (Resolución) del Decreto 435/994 establece que el MVOTMA deberá otorgar la AAP “cuando del proyecto sólo se deriven impactos ambientales negativos que puedan ser considerados admisibles.  ... A tales efectos, se considerarán admisibles aquellos impactos negativos que no provoquen contaminación, depredación o destrucción del medio ambiente. ... El MVOTMA deberá negar la AAP cuando el proyecto provoque impactos ambientales negativos superiores a los mínimos admisibles.”

Tales criterios para la toma de decisión establecidos en la legislación serían de utilidad práctica si existieran estándares para los diferentes usos de los diferentes recursos naturales (agua, suelo, aire, etc.) y supusiéramos que éstos han sido el resultado de criterios multidisciplinarios, entre ellos criterios económicos. 

Pero ello no es así. 

Primero, sólo existen estándares de calidad para el agua, aunque se redacta nueva legislación sobre calidad del aire.

Segundo, y más importante aún, la definición de impacto ambiental que incluye la Ley es de una amplitud tal que nunca se llegará a tener estándares para tal cantidad de dimensiones. Efectivamente, dice el Art. 2° de la Ley: 

“A los efectos de la presente ley se considera impacto ambiental negativo o nocivo toda alteración de las propiedades físicas, químicas o biológicas del medio ambiente causada por cualquier forma de materia o energía resultantes de las actividades humanas que directa o indirectamente perjudiquen o dañen:

1. La salud, seguridad o calidad de vida de la población.

2. Las condiciones estéticas, culturales o sanitarias del medio.

3. La configuración, calidad y diversidad de los recursos naturales.”
Esta definición ata el concepto de impacto ambiental a su significación en términos de variables sociales. Al hacerlo, le otorga al EIA cierto carácter de análisis evaluador (como su nombre en nuestro país lo indica) acerca de la conveniencia social del proyecto, en lugar de ser un instrumento meramente descriptivo de alteraciones físicas o químicas al medio ambiente, tal cual se entiende un AIA. Como consecuencia el EIA requeriría implícitamente de estándares o criterios para las afectaciones a la salud, seguridad, calidad de vida, cultura de los afectados, ya que una misma alteración ambiental puede provocar diferentes impactos en estas variables dependiendo de su ubicación. 

Esto ocasiona problemas a la hora de analizar la claridad de los criterios utilizados para otorgar la AAP. Porque una vez que una determinada alteración del medio ambiente se vuelve relevante desde este punto de vista, ¿con base en qué criterio podrá ser aceptada como admisible por parte del técnico de DINAMA encargado de otorgar la AAP? Por ejemplo, ¿Hasta qué nivel de riesgo sanitario o alteración de la calidad de vida de las personas un impacto ambiental es admisible? La legislación nacional en Impacto Ambiental no plantea ningún método ni criterio sobre los cuales basarse para establecer estándares admisibles sobre las variables sociales y culturales.

En consecuencia la AAP no puede ser tomado como un indicador de la conveniencia social de un proyecto. La EIA debe ser debe ser tomada como lo que verdaderamente es, un instrumento que describe los impactos ambientales, económicos, sociales y culturales de un proyecto, por más que la legislación le asignara objetivos más ambiciosos.
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